
59-D-22 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las once horas con treinta minutos del 

día treinta y uno de enero de dos mil veintitrés. 

Mediante resolución de fs. 386 al 390 se concedió al investígado el plazo de cinco días hábiles para 

que ejerciera su derecho de defensa, presentara las alegaciones y prueba que estimnra pertinentes; en ese 

contexto, se recibió escrito del señor Gerardo Ramírez Chicas y documentación que adjunta (fs. 396 ni 418). 

Considcrnndos: 

l. Rclnción c:lc los hechos 

Obietn del caso 

El presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra el señor Gerardo Ramírez 

Chicas, Técnico Jurídico de In Red de Atención Compartida (RAC) del Instituto Salvadoreño para el 

Desarrollo Integral de la Niñez y la Adolescencia (ISNA), ahora Consejo Nacional de la Primera Infancia, . 
Niñez y Adolescencia (CONAPINA), y Secretario General del entonces Sindicato de Trabajadores de la 

pretérita institución citada (SITRAISNA), a quien se atribuye la posible infracción a In prohibición ética de 

"Realizar actividade.'> privadas duraJl/e lajomada ordinaria de trabqjo", regulada en el artículo 6 letra e) 

de In Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEO, por cuanto, en el periodo comprendido del cinco de 

enero de dos mil dieciocho al cinco de enero de dos mil veintitrés, habría realizado actividades privadas no 

institucionales y desvinculadas con sus labores de d ircctivo sindical, durante su jornada laboral, entre ellas, 

ejercer actividades propias de su profesión como abogado y notario, y efectuar trámites registrales en el 

Centro Nacional de Registros (CNR). 

Desarrollo delJ1!·ocedimie11/o 

1. Por resolución de fs. 3 al 5 se ordenó In investigación prel im in ar del caso, sobre los hechos objeto 

de denuncia contra el señor Gernrdo Ramírez Chicas, y se delegó instructor para In investigación de estos. 

2. En el informe de fs. 13 ni 17 el instructor delegado estableció los hallazgos de In investigación 

efectuada e incorporó documentos (fs. 1 R al 205). 

3. En la resolución de fs. 386 al 390 se decretó la ape11ura del procedimiento administrativo 

sm1cionador contra el señor Gerardo Rmnírez Chicas y se Je concedió el plazo de cinco días hábiles, para 

que ejerciera su derecho de defensa y presentara las alegaciones y prueba que estimara pertinentes. 

4. Mediante escrito de fs. 396 al 398 el investigado realizó alegaciones sobre el hecho e infracción 

atribuidos y presentó documentos (fs. 399 ni 41 R); asimismo, -en síntesis- reconoció su participación en 

los distintos procesos judiciales, actos notariales y registra les identificados en la decisión de fs. 386 al 390, 

de los cuales refiere " ... jamás se lucro ni como abogado y notario ele los procesos señalados" (sic). 

Debido a ello, solicitó que "... en su momento oportuno con las alegaciones hechas y el 

reconocimiento expreso de la responsabilídad por parte de este suscrito, se atenué el presente procedimiento 

sancionador. .. " (sic), de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la Ley de Procedimientos 

Administrativos (LPA). 

Aunado a lo anterior, refirió que interpuso renuncia por retiro voluntario en el ISNA - ahora 

CONA PINA- ni haber cumplido el tiempo de servicio y la edad para jubilarse, por lo que solicita tener en 

consideración ese aspecto. 

11. Procctlimicnto simplific:ttlo 

El artículo 156 de la LPA señala que "Si i11iciado 1111 procedimie11to .m11cio11ador, el i11frac1or 

reconoce su respon.mbilidad de forma expresa y por escrito, se podrá re.rnlver el procedimiento co11 la 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En ese 
contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme al criterio de la 21-20-RA-SCA del 
16/11/2020 y lo establecido en el artículo 30 de la LAIP, se extiende la versión pública:



imposición ele la .w111ció11 que proceda. EHa circ1111.\·ta11cia .verá considerada 1111a ate1111a11te para la 

cleter111i11aciú11 de la .wmció11. C11a11do la .w11ció11 tenga carácter pecuniario, se podrán aplicar red11ccio11es 

de hasta una cuarta parle de Sii importe". 

Asimismo, el artículo 158 N.º 4 de la LPA señala que transcurrido el plazo concedido al supuesto 

infractor para apo11ar las alegaciones, documentos o informaciones y proponer la prueba que estime 

convenientes, y realizados los lrúmiles que fueran procedentes, el órgano competente dictará la resolue~ón 

definitiva en el plazo de quince días contados a partir de la última actuación. 

En ese sentido, habiendo reconocido el investigado su responsabilidad con relación a Ja conducta e 

infracción atribuida, con base en los artículos relacionados, este Tribunal ha omitido la etapa probatoria y 

de traslado en el caso de mérilo. 

111. Fundmncnto jurídico 

l11fracció11 atribuida 

La conduela atribuida al señor Gerardo Ramírez Chicas se calificó como posible transgresión a la 

prohibición ética regulada en el artículo 6 letra e) de la LEG, la cual pretende evitar que Jos servidores 

públicos realicen actividades ajenas al quehacer institucional durante su jornada ordinaria de trabajo, salvo 

que exista unajusli licación legal para ello. La referida norma tiene por objeto que el servidor público respete 

su jornada ordinaria, es decir, el tiempo efectivo establecido para que se dedique a las tareas usuales que 

corresponden a su puesto o cargo. 

La regulación camón de la jornada de trabajo en el sector público se encuentra en el artículo 84 de 

las Disposiciones Generales de Presupuestos, el cual preceptúa que el despacho ordinario en todas las 

oficinas públicas serú de lunes a viernes, en una sola jornada de las ocho a las dieciséis horas. Al poseer esta 

disposición un carúcter general resulta útil para definir la jornada ordinaria o período de audiencia en que 

los funcionarios y empicados están obligados a asistir u su despacho u oficina, ante la falta de un horario 

particular contemplado por las leyes y reglamentos que rigen iimbitos específicos. 

Lo anterior tiene su fundamento en la naturaleza del trabajo prestado por el servidor público, el cual 

está determinado por las necesidades y conveniencias generales de los ciudadanos, delimitado por el 

ordenamiento jurídico y enmarcado en las competencias de los entes públicos; por lo cual, el interés que 

satisface en este caso el trabajo del servidor público es el interés general de la comunidad, que recibe los 

servicios públicos. 

En ese sentido, en las entidades del Estado debe cumplirse una jornada ordinaria de trabajo, que 

permita a los usuarios obtener los servicios y realizar las gestiones de su interés dentro ele un plazo razonable, 

y no establecido a conveniencia del interés particular del servidor público. 

Ahora bien, el artículo 6 letra e) de la LEG alude a la existencia de excepciones legales a dicha 

norma general. Así, dentro de las mismas se encuentra la autorización de licencias, mediante los 

procedimientos legalmente establecidos para ese efecto, las cuales facultan a los servidores público~ a 

ausentarse de sus acti\'id¡1des dentro de la jornada ordinaria de trab•tio. 

En esa sintonía, es menester indicar que el articulo 47 de la Constitución de la República regula el 

derecho a la libertad sindical, que faculta a los patronos y trabajadores, sin distinción alguna, a asociarse 

libremente para la dclCnsa de sus intereses, formando asociaciones profosionales y sindicatos. 

Asimismo, el artículo 73 de la Ley de Servicio Civil establece que los servidores públicos tienen el 

derecho de asociarse libremente para defender sus intereses económicos y sociales comunes, formando 

asociaciones profesionales o sindicatos, de conformidad con las facultades y limitantes concedidas en la 
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Constitución de la República, convenios internacionales y dicha ley; no obstante ello, el artículo 86 del 

citado cuerpo normativo indica que los sindicatos no podrñn conceder privilegios ni ventajas a ninguno de 

sus miembros. 

Al respecto, el derecho constitucional a la libertad sindical reconoce la necesidad que las entidades 

públicas concedan a los representantes de los sindicatos, los respectivos permisos o licencias para atender 

asuntos que tengan relación con el lin para el cual se creó la organización de trabajadores, todo ello para la 

defensa de los intereses de sus miembros. 

Sobre el particular, la Sala de lo Constitucional ha indicado que el citado artículo 47 de la 

Constitución de la República " ... establece que las organizaciones sindicales tienen derecho a ser 

debidamente protegidas en el ejercicio de sus fünciones. Así, de dicha disposición se colige que el derecho 

de asociación sindical comprende el régimen ele lic:encias o permi.\'0.4' como una gara111ía que posibilita 11 los 

sindicatos gestionnr su administración. 

Los permisos sindicales se con figuran, entonces, como el instrumento mediante el cual el empleador 

concede a los directivos sindicales autorización para ausentarse del lugar de trabajo en horas laborales, con 

la finalidad ele poder cumplir con actividades propi:1s e indispensables para el adecuado funcionamiento y 

desarrollo de la organización laboral, siempre y c11mulo dic:lws permisos se e11c11e11tre11 dentro de los límites 

razonables, .wa11 pro1mrcio11ales y atie11da11 a 1111 criterio de 11ec:e.'iiclad, ya que su principal finalidml C'> 

permitir el funcionamiento normal de la asociación sindical" (Sentencia pronunciada en el proceso de 

Amparo con referencia 746-2011, de fecha veintiséis de junio de dos mil quince). 

Aunado a ello, el citado tribunal Constitucional determinó que "la figura jurídica del pcrm iso alude 

a algo incidental, es decir, que interrumpe el curso normal de una situación establecida y que altera la 

regularidad de lo que tiene cnrácter permanente. Por ello, los permisos son de carñcter excepcional y de 

corta duración, no pueden ser otorgados de forma perenne pues ello implicaría una contradicción en sus 

propios términos. 

En tal sentido, esas autori1acioncs deben ser concedidas a los representantes de las organizaciones 

sindicales con miras a que desarrollen su legítimo derecho de asociación sindical, y por lo cual no 

constituyen un derecho absoluto, lo que implica que deben armonizarse con los demás derechos, principios 

y valores constitucionales; en atención a la satisfacción de las finalidades del servicio pÍlblico. 

En ese sentido, al carecer de una normativa de aplicación general que regule el régimen del 

procedimiento de los permisos sindicales de todos los scr\'idores público<>, será cada entidad administrativa 

In que dentro de su potestad organizativa determine el alcance y parñmetros en que se conceden los mismos, 

a fin de decidir y regular las relaciones de los trabajadores que poseen un cargo de dirccc ión y representación 

sindical, rcconoeiéndoseles el derecho de gozar de un tiempo libre para desempeñar sus funciones en esa 

calidad dentro de Ja jornada de trab:~jo, el cual dcberi1 ser efectivamente remunerado. 

Ahora bien, la calidad de directivo sindical no !.C sobrepone a In de servidor público, es decir, las 

personas que son dirigentes de organizaciones sindicales integradas por trabajadores [ ... ] son, a su vez, 

empicados pí1hlicos responsables de desempeñar las funciones propias del cargo de que son titulares y por 

las cuales son remunerados con fondos públicos, por lo q11e 110 e.\'ttí11 eximido.\· de cumplir con las 

ohli~ac:im1e.\· para las que f11ero11 co11trawdo .... 1mes el ejercicio ele s11 ac:lil'idad ,\·i11clical 110 puecle t!{eL'lar el 

fi111cimwmie11to e/icie11te del servicio público de admi11istració11 1 ... ]. el cual es de carácJer esencial. 

permcmellle y co11ti111w" (cursiva propia) [op.cit]. 
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Ciertamente, el uso de los relcridos permisos por parte de los dirigentes sindicales debe atender a la 

realización de actividades que tenga relación con la finalidad para la cual se creó la organización sindical 

que representan; es decir, para la defensa de los intereses y derechos laborales de sus afiliados. 

En tal sentido, no cabe duda de que la Administración Pública cst;í destinada a operar en condiciones 

óptimas, con el propósito de brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos (materiales y 

personales) que se han dispuesto para ello y, ante In ausencia de estos, el cumplimiento de los fines 

institucionales no se realiza en el tiempo o circunstancias planificadas. 

Esto 110 implica negar la posibilidad que los servidores públicos puedan ausentarse de sus labores, 

pero ello elche ser por motivos legales. medinnte el debido procedimiento y en los limites que la ley 

establece, para que dicha ausencia no sea arbitraria; como el caso de permisos sindicales aludidos, cuyo 

pro¡uh'ito c.\· que los empleado.'i ¡níblicos que tie11e11 la calidad ele directivos sindicales ptwtla11 realizar 

especíjicm11e11te las activülacles te11clie11tes al fi111cirma111ie11to de la asociaciá11 ele trabajadores de la cual 

.f<mmm parte, en los términos antes indicados. 

Ciertamente. para que un servidor público pueda realizar una actividad particular durante su jornada 

ordinaria de trabajo es imprescindible contar con el aval de la autoridad (o institución) en la que ejerce su 

cargo. pues de lo conlrario podrín generarse un perjuicio o detrimento del desempeño de la función pública 

y, en consecuencia, del servicio que se presta a la ciudadanía. 

Por ende, cuando los servidores guhernamentales incumplen sus horarios ele trab:uo sin justificación 

alguna colateralmente se :11Ccta el ejercicio de la función estatal, lo que incluso podría derivar en la 

prestaciún de servicios pliblicos inclicicnles y en el rctrnso de los lri1mites administrativos o judiciales. 

Y es que la actuación de los servidores pÍlhlicos debe regirse por los principios éticos de supremacía 

del interés püblico, prohid:id, responsabilidad y lealtad, establecidos en el artículo 4 lclras a), b), g) e i) de 

la LEG. lo cual supone que atiendan las f'unciones que les corresponden ele forma personal, estrictamente 

en el tiempo. forma y lugar eslahlccido por las normas administralivas respecto a asislencia, horarios y 

vocación de servicio, pues es en rnzón de ello que reciben una remuneración proveniente de fondos públicos. 

En tal sentido. se pretende evitar las delicicncias por parte de los servidores pliblicos en el 

desempeño de la importante función que realizan. Oc ahí, la necesidad de prohibir este tipo de conduelas. 

IV. Prueba rccab:ula cu el ¡lroccdimicnto 

En este caso In prueba que seri1 objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, necesaria y 

Íltil. es la siguiente: 

-Rec:"hada por el frilnmal: 

l. Memorando con relCrencia URH-REMUNERACIONES/501/2022, firmado por la Jefe de la 

Unidnd de Recursos Mumanos del ISNA, de fcch:i quince de noviembre de dos mil veintidós, mediante el 

cual remite información que acredita la relación laboral del investigado con el ISNA (f. 23). 

2. Certilicación de refrendas por el sistema de Ley de Salarios y Contratos del personal de la 

Coordinación y Supervisión de la RAC del ISNA, emitidas por la Jefe de la Unidad de Recursos Humanos 

de dicha entidad, correspondientes a los aílos dos mil dieciocho, dos mil diecinueve, dos mil veinte, dos mil 

veintiuno y dos mil vcinlidós (fs. 29 al 48). 

3. Certificación del perfil del puesto de Técnico de Supervisión RAC, expedida por la Jefe de 

Recursos 1 lumanos del ISNI\ (fs. SO y S l ). 

4. Certilicación de credenciales a nombre del investigado como Secretario General del 

SITRAISNA. emitidas por el Jefe Ad ltmwrem del Oeparlamento Nacional de Organizaciones Sociales del 
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Ministerio de Trabajo y Previsión Social, para los períodos comprendidos del treinta de marzo de dos mil 

diecisiete al veintinueve de marzo de dos mil dieciocho, del treinta de mar7o de dos mil dieciocho al 

veintinueve de marzo de dos 111 il diecinueve y del treinta de nrnr.1.0 de dos mil veintiuno al veintinueve de 

mar.1.0 de dos mil veintidós (Is. 53, 54 y 58). 

5. Certilicnción del memorando con reforencia SDRAC/DS/37/2019, firmado por el Jcfo del 

Departamento de Supervisión y de la Subdirección para la Coordinación y Supervisión de la RAC del ISNA, 

de fecha nueve de abril de dos mil diecinueve, en el que se seiialó que el investigado se incorporó a sus 

labores como Técnico RAC de dicha dependencia, 11 partir del uno ele ese mes y ai1o (r. 56). 

6. Ce11ilicación del acuerdo VAR-007 exrcdida por la Jefe de la Unidad de Recursos l lumanos del 

ISNA, mediante el cual la Directurn Ejecutiva del ISNA concedió permiso con goce de sueldo al 

investigado, para atender actividades sindicales de Secretario General del SITRAISNA, a partir del treinta 

de marzo de dos mil veintidós al veintinueve de marzo de dos mil veintitrés (f. 60). 

7. Certificación del historial de permisos autorizados al investigado, expedida por la Jefa de 

Recursos l lumanos del ISNA, correspondientes a los aiios dos mil dieci1111cve y dos mil veinte (l's. 62 y 63). 

8. Certificación del Contrato Colectivo de Trnhajo celebrado entre el ISNA y el SITRAISNA, 

vigente a partir del aílo dos mil diecic;éis (fs. 65 al 80). 

9. Memorando con referencia DE-URI l-REM/570/2022, firmado por la .lefo de la Unidad de . 
Recursos l lumanos del ISNA, de fecha veintilré'l de noviembre de dos mil veintidós, mediante el cual 

informa ele los periodos en los que el inve<:tigndo tuvo perrnic;o sindical y remite nrnrcacioncs del mismo 

relativas :11 lapso comprendido de abril de dos mil diecinueve a marlO de dos mil veinte (f 82). 

1 O. Certificaciones de loe; reporte.:; de marcaciones de personal del Departamento de Supervisión de 

Programas RAC del ISNA, a nombre del investigado, correspomJiente-; al período comprendido de abril de 

dos mil diecinueve a mar.1.0 de dos mil veinte (Is. !D al 94). 

11. Memorando referencia URH-REMUNERACIONES/574/2022, firmado por la Jefe de la Unidad 

de Recursos Humanos del ISNA, de fecha veinticinco de noviembre de dos mil veintidós, relativo al objeto, 

alcance y limite de los permisos sindicales aprobados al investigado (I'. 95). 

12. Informe suscrito por la Jefa de la Sección del Notariado de la Corte Suprema de Justicia (CSJ), 

de fecha dieciséis de noviembre de dos mil veintidós, mediante el cual indicó que el investigado fue 

autori7ado para el ejercicio de la función pública notarial en el aiio dos mil diecisiete; y, las fochas y horas 

en las que esle olorgó instrumentos notmialcs, durante el período indagado (fe;. 96 y 97). 

13. Oficio con referencia DRPRH-438/2022, lirrnado por la Suplente del Director de Registros de 

la Propiedad Raíz e Hipotecas, de fecha quince de noviembre de dos mil veintidós, mediante el cual remite 

decalle de fechas y horarios de documentos otorgndos ante los oficios notariales del investigado y de 

documentos presentados y retirados por éste en dicha entidad (f.c;. 98 al 1O1 ). 

14. Oficio con referencia DRC-OF-38 l /2022; MI 841/2022, firmado por la Directora de los 

Registros de Comercio y de Garantías Mobiliarias, de focha veintiuno de noviembre de dos mil veintidós, 

relativo a la presentación de solicitudes de certificación literal de instrumentos sociales reali1adas por parte 

del investigado ante el Registro de Comercio, durante el lapso indagado (fo. 102 al 104 y 108 al 11 O). 

15. Olicio con referencia N.0 1585, firmado por la Jueza Dos Tercera de Familia, de fecha veintiuno 

de noviembre de dos mil veintidós, y sus anexos, los cuales consisten en copias simples de folios de un 

expediente judicial, en los que se verifica la intervención del investigado en un proceso co11tc11cioso de 



dcclarm:iónjmlicial de unión no matrimonial ante el Juzgado Dos del Tercero de Familia de San Salvador, 

en representación de una persona natural, en el período de indagación (fs. 111 al 151 ). 

1 G. Oficio con referencia N.º 1806, lirmado por la Jueza Segunda de Paz de Zacatccoluca, de lecha 

veintitrés de noviembre de dos mil veintidós, y sus respectivos anexos, los cuales consisten en 

certificaciones de documentos judiciales, en los que se constata la intervención del investigado en tres 

procesos tramitados ante el Juzgado Segundo de Paz de la citada localidad, durante el lapso de investigación 

(fs. 152 al 168). 

l 7. Oficio con re!Crcncia N.º 1645, lirmado por el Juez Primero de Paz de Zacatecoluca, de fecha 

veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, y ndjuntos relativos a certificaciones de documentos 

judiciales, en los que se acredila que el seiior Rmnírez Chicas participó en un prnccso penal sumario 

tramitndo en el Juzgado Primero de Paz de Zncatccoluca, en calidad de defensor particular de una persona 

natural, durante el período indagado (Is. 169 al 184 y del 305 al 321 ). 

18. Oficio con referem:ia N.º 0282/2022, firmado por la Coordinadora de la Oficina Distribuidora 

de Procesos de San Salvador, de focha dieciséis de noviembre de dos mil veintidós, en el que se indica que 

el investigado intervino en calidad de víctima en un proceso penal incoado en contra de cuatro personas 

naturales. por el delito de difomación. tramitado ante el Juzgado Segundo de Sentencia de San Salvador (f. 

192). 

19. Olicio con referencia N.0 204-S-2022, lirmado por la Jueza de Familia de Zacatecoluca, de fecha 

veintidós de noviembre de dos mil vcinlidós, y anexos, consistentes en ecrtilicaciones de documentos 

judiciales en el que se vcrilica que el investigado participó como representm1le de tres dcm:mdantes en tres 

procesos distintos, lramitados ante el J111.gado de Familia de Zacatecoluca, durante lo aiios dos mil 

diecinueve, dos mil veinte y dos mil veintidós (fs. 193, 194 y del 229 al 302). 

20. Acta de vcrilicación ~uscríta por el instructor delegado, de fecha veinticinco de noviembre de 

dos mil veintidós. en la que se indicó que el investigado participó como representante de una persona natural, 

en el proceso de declarntoriajuclicial de paternidad, en lo relativo al cobro ele montos adeudados a un menor 

ele cuacl, tramitado ante el Julgado Primero de Familia de San Salvador (Juez Uno) [f. 203]. 

21. Acta de verificación suscrita por el instructor delegado, de lecha quince de noviembre de dos 

mil veintidós, en la que dejó conslancia de la intervención del investigado en un proceso contencioso de 

dedarnción judicial de unión no matrimonial unte el .luzgndo Dos del Tercero de Familia de San Salvador, 

en representación de una persona rwturnl, efectuado durante el período de indagación (f. 204). 

22. Acta lirmada por el instructor delegado, de fecha veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, 

mediante la cual adjunta matriz de actividades privadas efectuadas por el investigado, según· la 

documentación obtenida durante las diligencias de investigación (Is. 213 al 226). 

23. Oficio con relcrencia N.º 1961, firmado por la Jueza Uno Primero ele Familia, de fecha 

veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, y sus anexos, los cuales consisten en certificación de folios 

de un e11.pcdie11te judicial, en los que se veri lica la intervención del investigado en un proceso de declaración 

judicial de paternidad en el Juzgado Primero ele Familia de San Salvador (Juez Uno) [fs. 324 al 366]. 

24. Olicio con rel'crencia N.0 4310, firmado por la Jueza de lo Civil de Zacalecolucn, de fecha 

veintiuno de noviembre ele dos mil veintidós, y adjuntos, que consisten en certificaciones de folios del 

expediente judicial relativos a la intervención del investigado en un proceso judicial, en representación de 

cinco pcrsorms naturales. conlra el Concejo Municipal de El Rosario, dcparlarnento de La Paz, en el que 

pretendía la declaratoria de nulidad del despido de los demandantes (Is. 367 al 385). 
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/11c01pomda por el i1111l'SliKatlo: 

1. Copia simple de solicitud de beneficios por vejez a la Administradora de Fondos de Pensiones 

Confía, S.A., a nombre del investigado, e.le lecha cuatro de enero de dos mil veintitrés (f. 418). 

Conforme al artículo 106 inciso 2° de la LPA, en los procedimientos administrativos se praclicarán 

todns lns pruebas pertinentes y útiles para determinar la verdad de los hechos; asimismo, según el artículo 

87 inciso 2° del Reglamento de la LEG (RLEG), en el procedimiento competencia de este Tribunal serán 

rechazadas las pruebas que resulten ilícitas, impertinentes, inidóneas, innecesarias, inútiles o 

superabundan tes. 

En tal sentido, la prueba documental de Is. 22, 25 al 28, 81, 105 al 107, 185 al 191, 195 al 202, 205 

al 212, 303, 304, 322, 323, 399 al 417, no será objeto de valoración por carecer de utilidad para acreditar o 

desvirtuar los hechos que se dilucidan y no estar vinculada con el objeto del procedimiento. 

Por otra parte, el señor Gernrdo Ramírez Chicas, en su escrito de fC;. 396 al 398, ~olicila que se cite 

a declnrur a los scílores ,  (sic) y  

; pues, con el tc<;timonio de la primera persona acreditaría que la denuncia interpuesta en su 

contra constituye un "acto de extorción" y con el de las otra-; do'>, que él "no maneja cantidades exmbitantes 

de dinero", pues es una persona asalariada y nunca se ha lucrado de su profesión. 

En ese sentido, al examinar las circunstancias que <;e pretenden acreditar con las declaraciones 

testimoninlcs propuestas por el investigado, este Tribunal considera que no son medios probatorios idt'1ncos 

pnra establecer o desvirtuar los hechos investigados en el presente procedimiento administrativo 

sancionador, cuya responsabilidad ha sido ya reconocida por el seiior Rarnírel' Chicas y que ~crá considerada 

una atenuante para la determinación de la sanción. 

De manera que la prueba testimonial ofrecida por el inveo;tigado debe rech:mirse por ser 

manifiestamente impertinente e inútil por no estar vinculada con el objeto del presente procedimiento, por 

las razones antes indicadas. 

V. V:alontción de la pruchn y decisión del c:1so 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 inciso 5° de la LEG1 las pruebas \'ertidas en el 

procedimiento se valoraran según el sistema de la sana crítica, el cual c;e asienta en el principio de 

razonabilidad y obliga a que las rrnhimas de experiencia consten en la motivación de In resolución 

definitiva; a fin de evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de lo nfirrnado por las partes. 

El artículo R7 del RLEG establece que en el procedimiento administrativo sancionador rige el 

pri_ncipio de libertad probatoria, siendo admisihles todos los medios de prueba, que cumplen los rcqui'lito~ 

de licitud, perlinencin, idoneidad, necesidad y utilidad; habiéndose reali1ado el juicio de admisibilidad y 

procedencia correspondiente. 

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1°, 2° y 3° de la LPA, establecen reglas generales en cuanto 

a los medios probatorios, así: "[l]os hechos relevantes para In decisión de 1111 procedimiento podrán probarse 

por cualquier medio de prueba admisible en derecho y scni aplicable, en lo que proct!diere, el Código 

Procesal Civil y Mercantil (CPCM).----Sc practicarán en el procedimicnlo todas las pruebas pertinentes y 

útiles para determinar la verdad de los hechos, aunque no hayan sido propuestas por los interesados y aun 

en contra de la voluntad de éstos. ----Las pruebas serán valoradas en forma libre, de conformidad con las 

reglas de la sana crítica; sin embargo, para el caso de la prueba documental, se estará al valor tasado de la 

misma en el derecho proccs:1l común". Y el inciso 6° de la disposición legal citada prescribe que "filo<; 

documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición e.le autoridad y en los que, 
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observi1ndose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán 

prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario". 

Así, en el presente caso, la prueba ve11ida es documental, la cual se coníigura dentro de los 

documentos pilblicos administrntivos. que son los "vúlidamente emitidos por los órganos de fas 

Administraciones Públicas; esto es los producidos por un órgano administrativo de acuerdo a las 

formalidade<; exigidas en cada caso" (Burrero, C., la Prueba en el Pmcedímie11to Admif1istrativo, 3" 

Edición. Editorial /\ranzadi, Navarra, 2006, p. 336). 

Lo anlcrior. en concordancia con los artículos 106 de Ja LPA y 331 del CPCM, éste último refiere 

que !ierán instrumentos pilblicos "los expedidos por notario, que da IC, y por autoridmJ o funcionario público 

en el ejercicio de su funciún pilblica''; cuyo valor prolmtorio. de conformidad ni artículo 341 del CPCM, 

con~tituye "prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que documenten; de In fecha y personas 

que intervienen en el mismo, así como del fedatario o funcionario que lo expide". En este sentido, es preciso 

acotar que la prueba documental vertida en el procedimiento consta de copias simples y certilicadas de 

instrumentos emitidos por servidores pí1blicos. 

Por tanto, a partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha establecido con 

certeza que: 

J. De /u mlillml tle serl'ilÍor ¡níblico del se1ior Gerurdo R11111írez Cltict1.\" .\'11 Jwrurio y 111ot!C1/idml 

de trubujo e11 el ISNA: ll.'iÍ como, de lo.\· permi.m.\· .\·im/ic:ale.-. 1111/orizm/o.-." este, cm el período compremlitlo 

tlel c:i11c:o de e11ero 1/e tfo.l· mil diec:ioc/w al cinco de e11ero tle 1/os mil 1•ei11titrés: 

El selior Geranio Rmnírez Chicas estuvo vinculado con el ISNA como Técnico RAC del 

Departmne11to de Supervisión de la Subdirección para Ja Supervisión y Coordim1ción de la R/\C de dicha 

entidad. durante el período comprendido del cinco ele enero de dos mil dos mil dieciocho al treinta y uno de 

diciembre de dos mil veintidós, devengando un salario mensual de setecientos noventa y siete dólares de Jos 

Estados Unidos de América con doce centavos (US$797. l 2) [Is. 29 al 48]. 

Asimbmo. el seíior Ramíre1. Chicas debía cumplir una jornada laboral comprendida de las siete 

horns con treinta minutos a las quince horas con treinta minutos, de lunes a viernes (f. 23). 

En la alud ida calidad, el investigmlo debía realiLar las fi.mciones básicas siguientes -entre otras-: a) 

Supervisar la ejecución de los programas de atención a la niñe7.. y la adolescencia de las cntidmles miembros 

de la R/\C, a través de la evaluación de los componentes de atención, para verificar la situación de los 

derechos de las niiias, niiios y adolescentes atendido~: y, b) Emitir opinión técnica sobre Ja ejecución de los 

programas de atención a la niñez y adolescencia, a través de informes de los resultados de las supervisiones. 

evidenciando las observaciones y hallazgos, así como las recomendaciones orientadas a la superación de !os 

mi'>mos, para propiciar la adecuación de los progranrns a la doctrina de protección integral y contribuir a la 

garantía ele derechos de los niños. niñas y adolescentes atendidos (Is. 50 y 51 ). 

No obstan le lo anterior, el seiior Geranio Ramírez Chicas estuvo designado como Secretario General 

del SITRAISNA. del treinta de marzo de dos mil diecisiete al veintinueve de marlO de dos mil diecinueve 

(fs. 53 y 5<1): y, del treinta ele marzo de dos mil veintiuno al veintinueve de marzo de dos mil veintitrés (fs. 

58 y 60). 

Durante esos lapsos, al investigado le fueron autorizadas licencias con goce de sueldo, para afellller 

a.rn11to:; relacimwc/o:; co11 las actividades del SJTRAISNA, de conformidad con Jo establecido en la cl{1usula 

N.º ,,7 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado en el ISNA y el SITRAISNA. denominada "Permisos 

y Licencias para Aclivid:ules Sindicales", la cual regula que "El ISNA concederú permiso con goce de 
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sueldo a cinco miembros de Junta Directiva del sindicato pam que aliendcm a!w11tos re/ucio11ado.\' con las 

aclividades tlel mi.rnw. El sindicato infonnar:í al ISNA los nombres de las personas que hnrán uso de los 

permisos antes mencionados, durante el período que dure el ejercicio de su cargo y podrá sustituirlos en el 

momento que considere conveniente" (cursivas propias); y, por esa razón, en esos períodos estuvo 

exonerado de registrar la asistt!ncia y permancm:ia a las labores. 

Ahora bien, del uno de abril de dos mil diecinueve al veintinueve de mm-lo de dos mil veintiuno, el 

seílor Geranio Ramírez Chicas se reincorporó a sus actividades en el Depar1amento de Supervisión de la 

Subdirección para la Supervisión y Coordinación de la RAC del ISNA, por lo cual -en ese lapso- registró 

la asistencia a sus labores mediante s istema de marcación biométrico y le füeron autorizadas treinta y tres 

licencias con goce de sueldo por enfcnncdad y motivos personales, cuya duración osciló entre dieciséis 

minutos y tres días (f.-;. 56, 62 y 63). 

En relación con ello, la Jefo de la Unidad de Rccurc;o<; Humanos del ISNA indicó que en el citado 

período el investigado no posee detalles de llegadas tardías, omisiones de marci1ció11, ausencias 

injustificadas y descuentos en salarios por irregularidades en la asistencia. 

Sin embargo, se advierte que el señor Ramírez Chica-; sí prcc;cnta inconsistenci:is en el reporte de 

marcaciones personal, de las cuales no existen ju<>tificaciones legales al respecto (Is. 83 al 94); y que, a 

manera de ejemplo, se detallan a continuación: 

Año Mes No. Fcchn Horn lnconsistcncin (lolio Horns Minutos 
1 l/•l/202 19 11 :00 Entrada tardia 3 JO 

Abril 2 4/4/2019 1·1:02 Salida antici~ada !!J 1 21! 
J 5/4/2019 15 :00 SalicJn ¡1111ici11ada 30 

Mavo .. 17/5/2011) 13:30 Salida anticipada IM 2 

Junio 
5 1,1/6/2019 07:45 Entrada !ardía 

85 
15 

6 27/6/201 1> 07:46 Entrnda tardía 16 
7 11 17/2019 lsl :OO Salida anticipada 1 30 

Julio 
8 1617/2019 07:sl9 Entrnda tardía 

1!6 
19 

9 2617/201 1) No marcó R 
111 31/7/2019 No 1t1Hrct'1 I! 

2019 
ll 20/8/2019 07:45 Entrada tardía 15 
12 21 /X/2019 07:sl!I En!rada tardía 18 

Agosto 
13 22/11/201 C) 07:51 Entrncla tardfa 

1!7 
21 

l.J 23/8/20\~) 07:55 Entrada tardía 25 
15 27/8/2019 08:17 En1rnda iardía 47 
16 28/8/2019 07:55 Enirada tardía 25 

Septiembre 17 19/1)/2019 08:01 Entrada rnrdía RR 31 
Octubre 18 15/10/2019 07:56 Enlrada tardía 119 26 

Noviembre 19 111/1112019 07:59 En1rada tardía 90 21) 
20 2/12/2019 OR:28 Entrada lardía 58 . Dicicmhre 21 5/12/201 <) 07:59 Erurada !ardía 91 21) 
22 6/ 12/2019 14:07 Salida anlicipada 1 27 
23 !!/ 1/2020 14:23 Salida anlicinada 1 7 

Enero 
24 16/1/2020 07:•15 Entrada !ardía 

92 
15 

25 17/ 112020 No marcó R 
26 2Wl/:!020 07 :52 Entrada tardia 22 

2020 27 5/212020 07:53 Entrada !ardía 23 
Febrero 2H 19/2/2020 08:04 Entrada tardía 93 34 

29 27/2/2020 1J:O1 Salida anticipada 2 2'> 

Marzo 
JO ,1/3/2020 08: 13 Entrada tardía 

9·1 
43 

JI 9/3/2020 07:st9 Entrada !ardía 19 

De lo anterior, es dable concluir que, en el citado lapso, el señor Rarnírez Chicas incumplió treinta 

y un veces su horario laboral, lo que equivaldría a cuarenla y siete horas elCctivas de trabajo 

aproximadamente . 
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En otro orden de ideas, es menester indicar que el ISNA fue disuelto por ministerio de ley a partir 

del uno de enero de dos mil veintitrés, de conformidad con lo establecido en los artículos 289 y 308 de la 

Ley Crecer Juntos; lo cual constituiría una ca!>ual de disolución del SITRAISNA, según lo regulado en los 

artículos 95. 116 y 117 de la Ley de Servicio Civil, en relación con los artículos 232. 282 y 284 del Código 

de Trabajo: por lo que, a partir de esa fecha. el señor Ramíre1. Chicas habría dejado el cargo de Secretario 

General de la aludida organización sine! ical. 

Finalmente, el investigado en su e~crito a [ 397 vuelto manifestó haber interpuesto renuncia por 

retiro voluntario anlc el ISNA en el aiio dos mil veintidós, por haber cumplido el tiempo de servicio y la 

edad para jubil:1rse, los cuales constituyen los requisitos para acceder a la pensión por vejez establecidos en 

los artículos 96 y 97 de la Ley lnlegrnl del Sistema de Pensiones; en virtud de lo cual adjuntó copia simple 

de la solicitud de beneficio por vcje1. presentada :rnte la Administradora de Fondos de Pensiones Conlia, 

S.A., de focha cuatro ele enero de dos mil veintitrés (f. 418); de lo cual se deduce que su vinculación laboral 

con dicha inslitución finalizó el treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós. 

2. DI! lu re'1li:::.t1d,í11 tle ctctit•hlmle.v priwulmi por pC1rle tlel i11vel·tigmlo, t/11r1111te ICI jor11tulC1 lt1lwml 

que tle/Jíu c:11111plir e11 el ISNA, e11tre el d11c:o tle enero tle tlos mil tlieciocllo al ci11c:o tle enero ele do.\' mil 

vei11titrés: 

Como se ec;tableció en el apartado precedente, en el período de investigación, el seílor Geranio 

Ramírcz Chicas era Técnico RAC del Departamento de Supervisión de la Subdirección para la Supervisión 

y Coordinación ele la RAC del ISNA: sin embargo, durante diversos lapsos le fueron autorizadas licencias 

con goce de sueldo, para atender asuntos relacionados con las actividades del SITRAISNA. en virtud de la 

calidad de Secretario General de dicha organización. 

En relación con ello, el seiior Gcrardo Ramírez Chicas fue autorizado por CSJ, para el ejercicio de 

la abogacía, desde el mes de julio de dos mil seis, y de la función pública notarial, desde el mes de marzo 

de dos 111 il diecisiete. dichas circunstancias se encuentran acreditadas en el Portal de Consulta del Estado de 

Ahogados y Nolnrios de dicho Órgano de Estado; y, la última, fue ratificada por la Jefa de la Sección del 

Notariado de la citada entidad (Is. 96 y 97). 

No obstante ello, a p;irtir de la vcri ficación de la documentación remitida por las autoridades 

competentes. se advierten una serie de actividades privadas realizadas por el scílor Rmnírez Chicas, durante 

el periodo investigado, efectuadas en hornrio laboral -sin contar con las autorizaciones legales 

correspondienles , las cuales no tenían carúcter de institucionales y estaban desvinculadas de sus 

re!>ponsahilidades como directivo sindical del SITRAISNA, relacionadas con el ejercicio de su profesión 

como abogado y notario; así como, tr:'unitei:; registra les efectuados en oficinas del CNR; las cuales se detallan 

a continuación: 

a. El señor Geranio Ramírel Chicas intervino en diferentes procesos judiciales, de los cuales se 

advierte la comparecencia de éste a diligencias celebradas en horas y días húbiles, respecto de los cuales no 

tenín autorización para ausentarse de sus labores, ni se verilica que estén relacionadas con actuaciones como 

Secretario General del SITRJ\ ISNA, seglln los pormenores siguientes: 

l . El investigado intervino en un proceso contencioso de declaración judicial de unión no 

matrimonial anle el .luzgrido Dos del Tercero de Familia de San Salvador. en representación de una persona 

del sexo fomenino, a partir del veintitrés de :1gosto de dos mil veintiuno: de conformidad con lo indicado 

por la Jueza Dos Tercera de Fmnilin de San Salvador (f. 111 ), copias simples de folios de un expediente 

judicial tramitado en esa sede (Is. 112 al 151) y acta elaborada por el instructor delegado (f. 204). 
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Sobre el particular, se verifican las siguientes participaciones en horas y días hábiles, coincidentes 

a los que debía realizar sus funciones como servidor público del ISNA: i) El lunes veintitrés ele agosto de 

dos mil veintiuno a las diez horas con cincuenta y nueve minutos presentó demanda y anexos (f..i;. 112 al 

117); ii) El jueves once de noviembre de ese mismo afio a las diez horas con diez minutos recibió 

personalmente la notificación de resolución pronunciada por la citada autoridad judicial (fs. 118 al 120); iii) 

El viernes doce de noviembre de dos mil veintiuno presentó escrito "evacuando prevenciones" (fs. 121 al 

124); i\~ El lunes veinticinco de julio de dos mil veintidós a las once horas compareció a audiencia 

preliminar del referido proceso (fs. 135 al 137); \~ El miércoles treinta y uno de agosto de dos mil veintidós 

a las diez horas intervino en Audiencia de Sentencia del proceso de declaración judicial de unión no 

matrimonial antes aludido, la cual file interrumpida a las quince horas con cuarenta y cinco minutos (fs. 138 

al 147); vi) El viernes dos de septiembre de dos mil veintidós a las doce horas compareció a la continuación 

del diligencia judicial aludida e intervino en el pronunciamiento del fallo correspondiente (fs. 148 al 151 ); 

y, vii) El martes once de octubre de dos mil veintidós a las nueve horas con cuarenta y tres minutos presentó 

escrito ante recurso de apelación interpuesto por la parte demnndada (f. 111 ). 

2. Aunado a lo anlerior, seglln lo informado por la Jueza Segunda de Paz de Zacalecoluca (f. 152) 

y las ccrlificaciones de algunos folios de expedientes judiciales (fs. 153 ni 168), el señor Geranio Ramírez 

Chicas intervino en tres procesos ante el Juzgado Segundo de Paz de esa localidad, en horns y días hábiles, 

respecto de los cuales no conlaba con aulorización para abandonar sus labores y que se idcnlifican de la 

siguienle manera: 

i) Proceso sumario, instruido en contra de una persona natural, por el delito de l lurlo Perfecto y 

Tentado, en perjuicio de una persona jurídica, en el cual actuó como defensor parlicular, en la diligencia 

celebrada de las ocho horas con treinta minutos a las once horas con treinta minutos del lunes veinticinco 

de enero de dos mil veintiuno (fs. 152, l 5tl al 157); 

ii) Proceso penal instruido en contra de una persona nalural, por el delito de Lesiones, Dafios, 

Allanamiento de Morada y Resistencia Agresiva, en perjuicio de dos personas naturales y In Administración 

Pública, en el cual fue nombrado defensor particular e intervino en diligencias judiciales celebradas desde 

las ocho horas con diez minutos hasta las doce horas con veinte minutos del jueves veinte de mayo de dos 

mil veintiuno; especificmncntc, ese día presentó escrito a las ocho horas con diez minutos y compareció a 

audiencia inicial que comenzó a las nueve horas (fs. 152 y del 158 al 161); y, 

iii) Proceso penal incoado en contra de una persona natural, por el delito de Lesiones Culposas, en 

perjuicio de otra persona natural, en el que participó como representante de la victima en diligencias 

jud icinles celebradas desde las ocho horas con cuarenta y cinco minutos a las doce horas con treinta minutos 

del miércoles veintiséis de octubre de dos mil veintidós; en concreto, en esa fecha presentó escrito a las 

ocho horas con cuarenta y cinco minutos y compareció a audiencia inicial que fue declarada abierta a las 

on~e horas (fs. 152 y del 162 al 168). 

3. El señor Gerardo Ramírez Chicas participó en un proceso penal sumario trarnitndo en el Juzgado 

Primero de Paz de Zacatecolucn, en calidad de defensor particular de una persona natural, en el cual presentó 

escrito a las nueve horas del miércoles once de noviembre de dos mil veinte (fs. 176 al 179 frente), y 

compareció a audiencia inicial, el martes diecisiete de ese mismo mes y afio, la cual inició a las nueve horas 

y finalizó a las diez horas (Is. 179 vuelto al 180). 
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Aunado a lo anterior, se verifica que el investigado presentó escrito ante dicha autoridad judicial el 

lunes treinta de mayo de dos mil veintidós, mediante el cual solicitó certificaciones de documentos 

relacionados con el proceso penal en el que intervino como defensor particular (fs. 181 ). 

Lo anteriormente expuesto consta en oficio con reforencia N.º 1645, firmado por el Jue.l Primero 

de Paz de Zacatccoluca, de fecha veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, y documentos anexos (fs. 

169 al 184 y del 305 al 323) . 

./. El investigado intervino en calidad de víctima en un proceso penal en contra de cuatro personas 

naturales, por el delito de difamación, tramitado ante el Juzgado Segundo de Sentencia de San Salvador, 

recibido el martes veinticinco de febrero de dos mil veinte, según lo indicó la Coordinadora de la Oficina 

Distribuidora de Procesos de San Salvador, en oficio con referencia N.0 0282/2022, de lecha dieciséis de 

noviembre de dos mil veintidós (f. 192). 

5. El señor Geranio Ramírcz Chicas participó como representante de la parte demandante en un 

proceso tramitado ante el Ju.lgaclo de Familia de Zacatecoluca, con referencia dos mil veintidós, en el que 

presentó demanda de impugnación de paternidad y declaraloria judicial de paternidad (fs. 269 al 271 ). el 

lunes tres de enero de dos mil veintidós a las ocho horas con lres minutos; de acuerdo con la información 

proporcionada por la Jueza de í-mnilia de Zacalecoluca, por medio del oficio con referencia N.0 204-S-2022, 

de fecha veintidós de noviembre de dos mil veintidós, y la documentación adjunta (Is. 193, 19~1 y del 229 

al 302). 

6. El investigado intervino como representante de una persona natural, en el proceso ele declaratoria 

judicial ele paternidad, en lo relativo al cobro de montos adeudados a un menor de edad. tramitudo ante el 

Jutgado Primero de Familia de San Salvador (Juez Uno), en el que reali.ló las siguientes actuaciones, en 

horas y días hiibiles, sin contar con autorilación legal para ausentarse de sus funciones en el ISNA: i) 

Presentación de escritos: once horas con treinta y nueve minutos del jueves once de enero de dos mil 

dieciocho (fs. 332 al 334), doce horas con quince minutos del martes veinte de febrero de dos mil dieciocho 

(fs. 340 y 341 ), once horas con trei111a y cinco minutos del miércoles doce de septiembre de dos mil 

dieciocho (fs. 345 y 346), nueve horas con un minulo del viernes nueve de noviembre de dos mil dieciocho 

(fs. 350 al 352) y a las catorce horas con veinte minutos del viernes ocho ele mar.lo de dos mil diecinueve 

(f. 360); y, íi) Comparecencia a audiencias a las die.l horas del jueves quince de noviembre de dos 1!1il 

dieciocho (f.c;. 353 al 354), a las diez horas con quince minutos del miércoles nueve de enero de dos mil 

diecinueve (f11. 355 al 356), a las once horas del lunes dieciocho de febrero de dos mil diecinueve (fs. 357 

al 359), a las nueve horas del jueves veinte de junio de dos mil diecinueve (fs. 362 al 363), y, a las nueve 

hora!. del martes veinticinco de febrero de dos mil veinte (fe;. 364 al 366). 

1. Asimismo. el sefior Gerardo Ramírez Chicas presentó demanda anle el Juzgado de lo Civil de 

7acatecoluca, a las nueve horas y treinla minulos del martes dieciocho de agosto de dos mil veinle, en 

represenlación de cinco personas naturales, contra el Concejo Municipal de El Rosario, medianle la cual 

pretendía la declaratoria de nulidad del despido de los demandantes (fs. 370 al 379); asimismo, en dicho 

proceso el investigado presentó escrito de subsanación de prevenciones a las quince horas con cincuenta y 

seis minulo11 del martes veintidós de marzo de dos mil veintidós (f. 383); de acuerdo con lo consignado en 

el Oficio N.0 43 1 O, de fecha veintiuno de noviembre de dos mil veintidós, firmado por la Jueza de lo Civil 

de Zacatecoluca (fs. 367 al 385). 

h. El investigado autorizó tres escrituras malrices -compraventas de inmuebles- ante sus oficios 

nolariales en días y horas h:'ibiles, respecto de las cuales no poseía licencias para ausenlarse de sus labores, 
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segíin el detalle siguiente: i) El viernes diez de agosto de dos mil dieciocho, a las nueve horas; y, ii) el lunes 

veinte de agosto de ese mismo afio, a las ocho y a las nueve horas (fs. 96 y 97). 

c. finalmente, se personó a los Registros de la Propiedad Raíz e Hipotecas y de Comercio del CNR, 

en cuyas ocasiones realizó múltiples trámites registrales, como presentación y retiro de documentos y de 

solicitudes de certificación 1 iteral de instrumentos sociales, en horas hábiles, respecto de la cuales no tenía 

permiso para desatender sus actividades como servidor público y directivo sindical (fs. 98 al 101, 102 al 

104 y 108 al 11 O); de acuerdo con el detalle siguiente: 

Año Mes No. Fcchu Horn Actividnd ncl!ÍStrnl 

Junio 
1 

14/6/2018 
15:08 Presentación 

2 15:10 Presentación 

Agosto 
3 

17/8/2018 
08:58 Presentación 

4 11:05 Presentación 
5 

11 / 10/2018 
08:05 Retiro 

6 08:05 Retiro 
Octubre 

7 08:19 Retiro 
2018 8 

2•1/ 10/2018 
08:19 Retiro 

9 6/ 11/2018 07:56 Presentación 
10 9/11/2018 14:34 Retiro 

Noviembre 11 
14/ 11 /2018 

07:55 Prescn tac i ón 
12 07:55 Presen t ne i ón 
13 20/1 1/2018 08:48 Retiro 

Diciembre 14 19/1 2/2018 15:26 Presentación 
15 8/2/2019 07:43 Retiro 

Febrero 
16 

20/2/2019 
12:41 Presentación 

17 12:41 Presentación 
18 22/2/2() 19 15:50 Retiro 
19 

15/3/2019 
10:42 Presentación 

Marzo 20 10:09 Retiro 

21119 21 2'.:!13 /2019 13:38 Prescn tac i ón 
Mavo 22 13/5/2019 12:40 Retiro 
Junio 23 27/6/2019 09:\0 Presentación 

Septiembre 24 26/9/2019 11 :23 Retiro 
Noviembre 25 26/ 11/2019 07:39 Presentación 

26 2/12/2019 P:?9 Retiro 
Diciembre 27 9/ 12/2019 14:00 Pre sen taci ón 

28 l 1!/ 12/2019 15:01 Retiro 
Enero 29 10/1 /2020 08:07 Retiro 

2020 Septiembre JO ,1/9/2020 11 :08 Pre sen taci ón 
Octubre 31 7/10/2020 08:13 Retiro 

Febrero 
32 9/2/2021 OIJ:46 Prcscn taci ón 
33 15/2/2021 n/e Retiro 

2021 34 09:24 Presentación 
Diciembre 35 22/12/2021 09:33 Presentación 

36 09:34 Prescn 1 ne i ón 

Febrero 
37 

•l/2/2022 
08:27 Retiro 

38 08:27 Retiro 

Mnrzo 
39 23/3/2022 11 :56 Presentación 
40 25/3/2022 n/e Retiro 
•11 07:53 Retiro 
42 07:53 Retiro . 

Mayo 43 27 /5/202'!. 07:53 Retiro 

2022 •14 07:57 Presentación 
•15 07: 59 Presentación 

Junio 46 1/6/2022 10:14 Presentación 
•17 08:13 Retiro 

Agosto 
•18 

16/8/2022 
08:13 Retiro 

49 08:20 Presentación 
50 08:21 Presentación 

Septiembre 
51 

30/9/2022 
01!:16 Retiro 

52 08: 16 Retiro 
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De lo anterior, es dable concluir que, en el lnpso indagado, el sefior Gerardo Ramírcz Chicas 

incumplió reiteradamente su horario laboral, para realizar actividades profesionales relacionadas con el 

ejercicio de la abogacía y la función pí1blica notarial; es decir, desatendió sus obligaciones y funciones como 

Técnico Jurídico de la RAC del ISNA, ahora CONAPINA, y Secretario General del SITRAISNA, para 

realizar actividades distintas a las de su cargo público y de directivo sindical. 

Tal comportamiento es contrario a los principios éticos de supremacía del interés píiblico -artículo 

4 letra a) de la LEG- , que exige a los servidores públicos y demús personas sujetas a dicha ley, anteponer 

siempre el interés público sobre el interés privado; probidad - artículo 4 letra b) de la LEG- , que les exhorta 

a actuar con integridad, rectitud y honradez; transparencia ~artículo 4 letra 1) de la LEG- segun el cual 

deben actuar de manera accesible para que se pueda conocer si su actuación es legal, eficiente, clicaz y 

responsable; responsabilidad - articulo 4 letra g) de la LEG, que les conmina a cumplir con diligencia las 

obligaciones del cargo o empico público; y, con el principio de lealtad-arlículo 4 letra i) de la LEG-, que 

demanda de los servidores públicos actuar con lidclidad a los fines del Estado y a los de la institución en 

que se desempeíían. 

Asim ismo, esa conduela lambié11 se contrapone a uno de los principios establecidos en el Código 

Internacional de Conduela para los Titulares de Cargos Públicos - inslrumcnto guía para los Eslados 

miembros de la Organización de las Naciones Unidas en la lucha contra la corrupción- , y es el que prescribe 

que 1111 cargo público co11/leva la obligación de actuar en pro del interés público, por ende, el titular del 

mismo, será aute lodo leal a los intereses públicos de su país, velará por desempellw· .rn.'i obligaciones y 

ji111cio11es de manera eficiente y eficaz, co11for111e a las leye.\· o las 110mw.'i administrativa.\', y con integridad. 

Ahora bien, en su escrito de fs. 396 al 398 el señor Geranio Ramírez Chicas, además de reconocer 

expresamente haber participado en los distinlos procesos judiciales y actos notariales, indicó que esto no lo 

efectuó con {mimo de lucro; así, refirió que algunas de las participaciones identificadas supra las real izó en 

beneficio de personas de escasos recursos, familiares de su conviviente y afiliados al SITRAISNA, lo cual 

solicita sea considerado para la determinación de la sanción a imponer. 

Al respecto, es menester reiterar que, de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la 

LPA, el reconocimiento de los hechos por parle del infractor constituye por sí mismo una atenuante para la 

determinación de la sanción; por lo que, sus alegaciones se tendrán en consideración, en los límites que 

eslablecc la citada normativa. 

En consecuencia, al hacer una valornción inlcgral de los elementos de prueba recabados en el 

procedimienlo, se ha eslahlecido que durante el período investigado el seíior Geranio Ramírez Chicas 

incumplió de forma recurrente su horario de trabajo, para real izar actividades ajenas a las institucionales y 

disímiles a sus responsabilidades como Secrelario General del SITRISNA, y se ausentó del mismo sin contnr 

con justi licaciones legales, como licencias que le habilitaran para ello. 

Al respecto, es menester scílalar que, a pesar que el período de investigación lijado en la resolución 

de folios 386 al 390, comprendía desde el cinco de enero de dos mil dieciocho al cinco de enero de dos mil 

velntltrés, se ha obtenido que dicha conduela fue realizada por el investigado en el período del cinco de 

enero de dos mil dieciocho al trcinla y uno de diciembre de dos mil veintidós. 

J. Sobre la re.\11011.mflilid"'l .mbjetiwt del im•e.\·tigmlo por la trcm.wre.vití11 a la proltibiciá11 éticu 

re¡:11/ac/a e11 el artículo 6 letra e) de la LEG. 

La poteslad sancionadora ejercida por este Tribunal se somete, entre otros prmc1p1os, al de 

responsabilidad, regulado en el arlÍculo 139 N.0 5 de la LPA, según el cual "sólo podrán ser sancirmados 
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por flecho.\' co11slít11tivo.\' de i11fracció11 lm· per.\·mws nat11rales y jurídicas q11e res11lte11 respon.wbles a t í/11/o 

de dolo, culpa, o cualquier otro titulo que determine la ley". 

Por tanto, es exigible, conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga este 

Tribunal -y cualquier otra autoridad administrativa- estén sustentadas, además, en la comprobación de un 

nexo subjetivo entre el autor y los hechos objeto de una sanción. 

Este nexo"( ... ) se puede manifestar como dolo, culpa, e incluso, para un grupo de infracciones 

administrativas denominadas "formales", a nivel de inobservancia. Todas estas formas de imputación 

subjetiva, conllevan el destierro de la responsabilidad objetiva con la que se sanciona automáticamente por 

la rcafo11ción de un hecho. 

En el ordenamiento jurídico salvadoreño, la base de la exigencia de responsabilidad subjetiva se 

encuentra en la misma Constitución, en el artículo 12, al manifestar que "Toda persona a quien se impute 

1111 delito, se presumirá i11oce11te mitmtra.\· 110 se pruebe su culpabilidad conforme a la ley( .. .)". Además, la 

jurisprudencia constitucional y contencioso ndministrativa son congruentes al exprcsnr que no puede haber 

sanción sin culpabilidad. 

Por ejemplo, la Sala de lo Contencioso Administrativo en la sentencia de referencia 376-2007 de 

fecha trece de febrero de dos mil diecisiete expresó que "lo.\· principio.\' límites a la pote.,·tad sa11cio11adora 

exige11 que la i11fracció11 (. .. ) se realice ya sea cm1 i11te11ció11 o por culpa". Asimismo, la Sala de lo 

Constitucional en la resolución de referencia 110-2015 de fecha treinta de mar.t.o de dos mil dieciséis 

también indicó que: "e11 materia admi11i.\·trativa .wmcionadora e.\· aplicable el principio 11ul/a poe11a sine 

culpa. lo que exc/1~ve cualquier forma de re.\pm1.wbilidad objetiva, pues el dolo o culpa co11stituye11 u11 

elemenlo bá.<;ico de /a.<; inji-accio11e.<; admi11istraliva.\·" ( ... )[Sentencia pronunciada por el Juzgado Segundo 

de lo Contencioso Administrativo ele Santa Tecla, el día 29-Vlll-2018, en el proceso referencia 000 l 4-l 8-

ST-COPC-2CO]. 

Además, la referida Sala de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de referencia 508-2016 

de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, acotó que, en materia administrativa sancionatoria, 

"( .. .)la.\' i1?fraccio11es pueden ser atribuible.\' a cualquier título de imputación, ,\'in que para ello .\·e fije mw 

re~la general o u11a excepción f circum·tancia que, si ,\'e co11jig11ra e11 el derecho penal. por desi~11io absoluto 

del legislador]. Por ello, corresponderá al ap/icador de la 11orma. tu/11ertir si la Íl!fracción que se mw/ice 

puede ser atribuida a /Ílulo de dolo o culpa( ... )". 

Por tanto, este Tribunal considera que el seílor Ramírez Chicas se encontraba en una posición 

material que le demandaba conocer sus funciones, obligaciones y derechos como servidor púhlico y 

directivo sindical; por lo cual, confonne el artículo 6 letra e) de Ja LEO, debió abstenerse de abandonar sus 

labores en dichos cargos, en los períodos aludidos, para atender nsuntos particulares de su profesión como 

abogado y notario, sin tramitar Jos permisos correspondientes; empero, se hu comprobado mediante este 

procedimiento que incurrió en esa conduela - lo cual incluso fue reconocido expresamente por el 

investigado-, nun teniendo la obligación de conocer que estnba prohibida por la LEO. 

Aunado a lo anterior, el seiior Ramírez Chicas, por su condición ele abogado y notario, conocía 

perfectamente las obligaciones que le implicaría tener tal calidad y en efecto ~jerció en diversas ocasiones 

su profesión en horas en las que debía cumplir con sus funciones y obligaciones como servidor pllblico y 

directivo sindical del SITRAISNA, en evidente contradicción el interés general que estaba obligado a 

resguardar. 
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De lo anterior, se concluye que el seílor Rmnirez Chicas al tener la reforida prohibición clarame11tc 

definida en la LEG, y la obligación de conocerla, actuó con dolo, ausentiíndose de sus funciones sin la 

debida licencia que lo facultara para ello. 

Y es que este Tribunal -como se ha indicado .rnpm- no niega la posibilidad de que los servidores 

públicos puedan ausentarse de sus labores; sin embargo, esto debe darse mediante el dcbi<lo procedimiento 

y en los límites que la ley establece, para no abandonar nrbitrariamcnte el desempeílo de sus labores. 

En delinitivn, se ha acrcdilado la existencia del nexo subjetivo entre el seiior Ramírez Chicas y la 

conduela comprobada mediante este procedimiento-que es típica y antijurídica conforme ni articulo 6 lelra 

e) de la LEG-; habiéndose establecido con certeza que el investigado actuó con un comportamiento doloso; 

por lo que se sustenta la imposición de una sanción por la infracción cometida, lomando en consideración 

que el investigado reconoció su responsabilidad. 

VI. S:mciún :'plicablc 

El artículo 42 de la LEG prescribe: "Una vez comprobado el i11c1m1pli111ic11tv ele lvs deberes éticos 

o la 1•iolaciú11 de las prohibiciones élicw; prc1•fa1a.\· e11 es/a Ley, el 'li'ilnmal sin pe1j11icio d!! la 

respon.wbilidad civ;/, penal 11 aira a c¡ue diere lugar, impondrá la 11111/ta respecliva, cuya cuantía 110 será 

i11ferior a 1111 .rnlario mínimo menrnal llmta un máximo de cuarenta salario.\' 111i11i111os memmales urbanos 

para el sector comercio. 

El 'li·i/nmal deberá imponer una .rnuciún por cada i11Ji'acció11 comprobada". 

El artículo 97 del RLEG prescribe que para la fijación del monto de la multa se tomaní en cuenta el 

monto del salario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el momento en que se cometió la 

infracción. 

En este caso, como ya se indicó las conductas constitutivas de infracción ocurrieron entre los años 

dos mil dieciocho y dos mil veintidós, es decir, de manera continuada; lapso en el que el investigado otorgó 

instrumentos notariales, realizó tramites registralcs en el CNR y ejerció la procuración en distintos procesos 

judiciales, en horas coincidente!> a las que debía ejercer sus funciones y obligaciones como servidor público 

del ISN/\ y Secretario General del SITR/\ISNA; y, que por tal molivo incumplió su jornada laboral en dicha 

entidad. 

Las infracciones continuadas son una pluralidad de ilícilos homogéneos entre sí, infringiendo el 

mismo o semejantes preceptos administrativos, que por una ficción legal se tratan como una sola infracción 

legal, a pesar que cada ilícito en forma separada, podría ser una infracción independiente (sentencia emitida 

por In Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, en fecha 21-VI 1-2017, en el 

proceso referencia 510-2014 ). 

Al haber acaecido los íiltimos hechos constitutivos de transgresiones élicas en diciembre del aiío 

dos mil veintidós, se estima oportuno lijar la multa a imponer al invesligado con base en el salario mínimo 

mensual urbano para el sector comercio vigente para este aílo, cuyo monlo equivale a trescientos sesenta y 

cinco dólares de lo<> Estados Unidos de América (EE.U U.) [US$365.00], según el Decrclo Ejecutivo N.º 10 

de fecha siete de julio de dos míl veintiuno, y publicado en el Diario Ollcial N.0 129, Tomo 432, de esa 

misma fecha. 

Así, de conformidad con el artículo 44 de la LEG, para fijar el monto de la multa el Tribunal 

considerar{1 11110 o m:ís de los siguientes :ispectos: i) la gral'edady circ:1111.'ita11cias del hecho comeli<lo; íi) 

el hemficio o gcmcmcia.\· obtenidas por el i11frac1ur, .rn cónyuge, co11vivie11te. parientes o socio, como 

cmmx11C!11cia del acto 11 omisió11 col/,\'litutil'Os de iuji·acción: iii) el daiío ocasiv11ado a la Ad111i11i.'ilració11 
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Pública o a tercero.'> pe1j11dicados; y, il~ la capacidad de pago, y la renta pote11cial del sa11cio11ado al 

1110111e1110 de Ja i11.fracció11. Estos son, pues, los criterios de dosimetría que deben valorarse para que la 

sanción impuesta sea proporcional. 

En este caso, los parámetros o criterios objetivos paro cuantificar la multa que se le impondrá nl 

señor Gerardo Ramírcz Chicas, son los siguientes: 

i. Re.\peclo a la gravedad y circ1111.vta11cia.\· del !techo cometido: 

En el caso de mérito, la gravedad de la conducta antiética cometida por el investigado deviene de lo 

considerable del tiempo en el cual se extendió la comisión de la conducta; es decir, del período comprendido 

entre el cinco de enero de dos mil dieciocho y el treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós. 

En concreto, se verificaron ni menos treinta y un inconsistencias en el registro de marcaciones, 

relativos ni período de abril de dos mil diecinueve n marzo ele dos mil veinte, en el que el señor Ramírcz 

Chicas habría inobservado su horario laboral como servidor público del ISNA, sin contar con justificaciones 

legales, lo que equivnldría a cuarenta y siete horas efectivas de trabajo aproximadamente. 

Aunado a ello, respecto de todo el período de indagación, comprendido del cinco de enero de dos 

mil dieciocho al treinta y uno de diciembre de dos mil veintidós, se comprobó la participación del señor 

Gerardo Ramírez Chicas en aproximadamente nueve procesos judiciales -de índole penal, civil-laboral y de 

familia- , en los cuales presentó escritos y compareció a diligencias celebradas en horas y d1as hábiles; sin 

contar con autorización legal para ausentarse de sus labores. 

Asimismo, otorgó tres instrumentos públicos -específicamente escrituras matrices- en horario 

hábil ; y, efectuó nproximndarnente cincuenta y dos diligencins registrales en el CNR - presentaciones y 

retiros-, en horas concomitantes a las que debía ejercer sus funciones como servidor público y directivo 

sindical. 

Ello permitiría estimar que se produjo un menoscabo en la normal prestnción de los servicios que 

le correspondía brindar en el ISNA y como directo sindical del SITRAISNA; en la calidad de estos; y, en 

atención a que esa institución - al momento de la infracción- tenía como competencia, en lo relacionado con 

las funciones del investigado, la coordinación y supervisión de los miembros de la RAC; en tal sentido, su 

finalidad era la persona humana - especialmente, la nifiez y la adolescencia- , la satisfacción de sus derechos 

y la solución de sus necesidades en este ámbito, con el objeto de alcanzar su desarrollo digno e integrnl, en 

resguardo del principio del interés superior de la nificz y adolescencia. 

Específicamente, consta que el señor Rmnírez Chicas en reiteradas ocasiones se personó a difert!ntes 

sedes judiciales -citadas anterionnente-, ni CNR y otorgó instrumentos notariales ante sus oficios, durante 

el período indagado. Es decir, que, durante diversos lapsos, el investigado abandonó su jornada ordinaria de 

trabajo en el ISNA y sus labores de directivo sindical del SITRAISNA, para realizar actividades distintas a 

las de su cargo píiblico y servicio en dicha organización de trabajadores, las cuales se realizaron en horas 

coincidentes a las que debía realizar sus funciones en las citadas entidades, por lo que resulta evidente que 

no se trató de una conducta aislada o esporádica, sino extendida; situación que entorpeció la prestación 

continua e ininterrumpida del servicio brindado por dichas entidades, a las personas usuarias de las mismas. 

Adicionalmente, In gravedad de esta conduela antiética cometida por el investigado deviene de unn 

circunstnncia de la cual se valió para evadir las responsabilidades legales que pudiesen deducirse de esa 

transgresión; es decir, de la utilización de las licencias sindicales conferidas durante los lapsos indicados, 

en su calidad de Secretario General del SITRAISNA, y la acción de ocultar su realización registrando en el 

control de asistencia laboral del JSNA, que trabajó de manera regulnr durante los pe ríodos comprendidos 

17 



entre abril de dos mil diecinueve y marlo de dos mil veinte, lapso en el cual no tuvo la licencia sindi7al 

aludida. 

No obstante, como se ha establecido en el considerando V de esta resolución, en las ocasiones 

detalladas en la presente decisión, se encontraba en lugares distintos al de su trabajo pliblico y función de 

directivo sindical del SITRAISNA, realizando actividades privadas; sin pasar ningÍln tipo de permiso o 

l iccncia que justificara sus ausencias o abandonos de sus labores. 

Lo anterior, revela que el investigado inobservó el principio ético de transparencia -artículo 4 letra 

f) de la LEG- según el cual las personas sltietas a la LEG deben actuar de manera accesible para que se 

pueda conocer si su actuación es legal, eficiente, eficaz y responsable. 

l~n suma, la magnitud de la gravedad de la infracción cometida por el scílor Gerardo Ramírcz Chicas 

deriva entonces de los elementos antes expuestos. De manera que el incumplimiento del horario laboral en 

definitiva impacta negativamente en la calidad del servicio recibido por la niílez y la adolescencia y en la 

finalidad para la cual fue creado el ISNA. 

ii. El dmio ocasio11adv a la Ad111i11islració11 /'ública. 

La conducta del investigado ocasionó un daílo al erario de Ja Administración Pública -en concreto 

(Jara el ISNA-, pues se erogaron fondos para sufragar remuneraciones que no fueron devengadas en su 

totalidad: en virtud que se comprobó que entre el cinco de enero de dos mil dieciocho y el treinta y uno ele 

diciembre de dos mil veintidós, el investigado se dedicó a comparecer a diligencias judiciales y presentar 

escritos como abogado de la República ante tribunales con competencia en materia penal, civil y de familia; 

a autorizar instrumentos notariales de índole particular ante sus oficios; y, a efectuar trámites registrales en 

olicinas del CN R, que no estaban relacionadas con sus funciones como servidor público del ISNA, ni dentro 

de sus atribuciones como Secretario General del SITRAISNA; las cuales se realizaron en horas coincidentes 

a las de su jornada laboral, sin que existiera juslilicación o documentación de respaldo, que le habilitara 

para ello por pm1e del ISNA; pues, las licencias sindicales autorizadas únicamente Je habilitaban para 

atender asuntos relacionados con las actividades ele la cilada organización de trabajadores. 

En ese sentido, el daílo ocasionado a la Administración Pública con la conduela que hoy se sanciona 

se detcrm ina a partir del dispendio de fondos de la referida institución para cubrir el pago de remuneraciones 

por tiempo en el cual el investigado no cumplió con sus responsabilidades como servidor público y en el 

que se extralimitó del alcance y objeto de los permisos sindicales que le fueron otorgados; pues, a pesar que 

dicho seílor fue exonerado de registrar Ja marcación de asistencia a sus labores y de prestar los servicios 

ordinarios e inherentes a su cargo como empicado del ISN/\, durante la vigencia de las referidas licencias 

sindicales, debía atender asuntos rclalivos a la citada organización de trabajadores; sin embargo, de forma 

reiterada, se dedicó a realizar actividades privadas relacionadas con el ejercicio de su profesión como 

ahogado y notario, distintas para las cuales se le autoriznron los permisos aludidos. 

iii. La renta poteucial del .wmcirmaclo al 1110111e1110 de la trc111.'igresiá11. 

Cuando acaecieron hechos constitutivos de transgresión ética del artículo 6 letra e) de la LEG, el 

investigado Geranio Ramírez Chicas percibió un salario mensual de sctecienlos noventa y siete dólares de 

los Estados Unidos de /\mérica con doce centavos de dólar(US$797. l 2) [fs. 29 al 48]. Todo ello en perjuicio 

del erario píiblico, de la eficiencia del gasto estatal y, sobre todo, del buen servicio público. 

Por otro lado, mediante escrito de Is. 396 al 398. el investigado Gerardo Ramírez Chicas, ademús 

de reconocer expresamente haber participado en los distintos procesos judiciales y actos notariales, indicó 

que esto no lo efectu6 con {mimo de lucro; asi, refirió que algunas de las parl icipaciones identificudas .mpra 
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las realizó en beneficio de personas de escasos recursos, familiares de su conviviente y afiliados al 

SITRAISNA, lo cual solicita sea considerado para la determinnción de la sanción a imponer. 

Por lo cual solicita que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 156 de la LPA, conforme a "las 

alegaciones hechas y el reconocimiento expreso de la rec;ponsabilidad por parte de este suscrilo, se ntenué 

el presenle procedimiento sancionador" (sic). 

En tal sentido, el investig<1do ha reconocido de forma expresa y por escrito su responsabilidad en la 

comisión de la infracción que se le atribuye y, conforme a lo dispuesto en el artículo 156 de la LPA, ello es 

considerado por este Tribunal como una circunstancia atenuante para la determinación de la sanción. 

Al respecto, es de señalar que las condiciones atenuantes son circunstancias modificativas de la 

responsabilidad administrativa de la persona infrnctora y que permiten a la autoridad disminuir la sanción a 

imponer; es decir, el monto de la multa. 

En este caso, dada la continuidad de la infracción cometida y la incidencia en el servicio público 

brindado en aras de salvaguardar a la niñez y la adolescencia, en principio el cálculo de In multa a imponer 

en concepto de sanción ascendería a un monto mnyor; no obstante, dacia la aceptación de los hechos por 

parle del investigado, es preciso atenuar la sanción según lo dispone la LPA. 

En consecuencia, en atención a la gravedad y circunstancias del hecho cometido, al daílo ocasionado 

a la administración píiblica, a In renta potencinl y a que el sefior Gerarclo Ramírez Chícns aceptó su 

responsabilidad por el hecho e infracción atribuidos, es pertinente imponerle a dicho investigado una multa 

de dos salarios mínimos mensuales urbanos para el sector comercio, de setecienlos treinla dólares de los 

Estados Unidos de América (US$730.00), por la infracción a la prohibición ética regulada en el artículo 6 

letra e) de la LEG, cuantía que resulta proporcional a la infracción cometida seglin Jos parámetros antes 

desarrollados. 

Por tanto, con base en los nrtículos 1 y 14 de la Constitución, 111. 1 y 5 de Ja Convención 

lnteramericana contra la Corrupción, 1 y 7.4 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 

6 letra e), 37 de la Ley de Ética Gubernamental, 95 y 97 del Reglamento de dicha Ley, este Tribunal 

RESUELVE: 

a) Sm1ció11ase al señor Gerardo Ramírez Chicas, Técnico Jurídico de la Red de Atención 

Compartida del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo lnlegrnl ele In Niñez y la Adolescencia (ISNA), 

ahora Consejo Nacional de la Primera Infancia, Niñez y Adolescencia, y Secretario General del Sindicato 

de Trabajadores de dicha institución (SITRAISNA), con una multa de setecientos treinta dólares de los 

Estados Unidos de América (US$730.00), por haber infringido la prohibición ética regulada en el artículo 

6 letra e) de la Ley de Ética Gubernamental , en razón que durante el período comprendido entre el cinco de 

enero de dos mil dieciocho y el treinta y uno de diciembre de dos mil veinlidós, abandonó reiteraclmnente . 
su trabajo en el JSNA y como Secretario General del SITRAISNA, para dedicarse a actividades privadas no 

institucionales y desvinculadas con su labor como directivo sindical durante su jornada laboral; entre ellas, 

ejercer diligencias propias de su profesión como abogado y notario, y efectuar tr:imitcs registrales en el 

Centro Nacional de Regis tros, seglin consta en el considerando V de la presente resolución. 

b) Se hace saber al investigado que, ele conformidad a los artículos 39 de la Ley de l~tica 

Gubernamental, 96 del Reglamento de dicha Ley, 104, 132 y 133 de la Ley ele Procedimientos 

Administrativos, pam la presente resolución se encuentra habilitada la interposición del Recurso de 

Recons ideración, el cual es optativo para el agotamiento de la vía administrativa; y de di'iponcr su 
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ulilización, deben'1 prcsenlarse dentro del plazo de diez días híihiles, contados a partir del día siguiente a la 

notificación rcspccl iva. 

e) Tié11e11se por señalados los medios técnicos, electrónicos y la dirección lisien para recibir 

notilicaciones por parle del investigado, que constan a folio 398 frente del presente expediente. 

Notifiq w.!.'ie. 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QU E LO SUSCRIBEN 
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